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Resol. Serie “B” N° 45
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dieciocho          días del mes de noviembre de dos mil veinte, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Carmelo Vidal y Rosa M. Piazza de Montoto, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 12/13 vta. del Expte. N° 19.003 – Año 2018 – Autos: “Cuevas Guevara Fernando Daniel s.d. Amenazas y Daños e.p. Llanos Cintya Viviana s.d. Desobediencia Judicial e.p. Administración de Justicia s/ Excarcelación – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodriguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Carmelo Vidal y Rosa M. Piazza de Montoto. 

El Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:

Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe.--------



Y Considerando:



I) Que a fs. 13bis/21 vta. obra recurso extraordinario de casación interpuesto por la Defensora Oficial de 1º Nominación en representación del imputado Fernando Cuevas Guevara contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control de fs. 12/13 vta., por la cual resolviera hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal y en consecuencia revocar el decisorio del Juez de Control y Garantías que había otorgado la excarcelación de su representado.---------------------------------------------

II) El impugnante articula el recurso de casación argumentando que el decisorio se encuentra viciado por existir violación de la ley y errónea aplicación del derecho por parte del tribunal. En ese sentido manifiesta, que la decisión cuestionada es una abierta vulneración del principio constitucional del juez natural; que se ha violentado lo normado por el art. 122 del C.P.P. que impone el deber de motivar las decisiones y sentencias judiciales bajo pena de decretar su nulidad; que ignora y trangrede lo establecido por el art. 25 del C.P.P; que la competencia del tribunal de apelación, no incluye ni prevé revisar y/o entender sobre la ejecución y el cumplimiento de las condenas dictadas en juicio; que el encarcelamiento sin condena es violatorio del principio constitucional de presunción de inocencia, contenidos en los art. 1, 18 y 75 inc. 22, de la Constitución Nacional e incumple con los art. 8 de la CADH y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.------------

A más de lo expuesto supra, califica de contradictorios los argumentos del tribunal revisor por cuanto, a pesar de afirmar que la condena en juicio abreviado debe ser analizada en forma independiente a la que es tratada en la audiencia de apelación, proceden a revocar la libertad de su defendido con el único fundamento de incumplimiento a las reglas de conducta impuestas en la condena del juicio abreviado.-------------

Manifiesta que el argumento sobre el incumplimiento de medidas resulta inexistente o fuera de la competencia del tribunal, por cuanto dichos incumplimientos datan de fecha anterior y se vinculan a las medidas impuestas como accesorias a la condena en juicio abreviado, resultando de competencia exclusiva, a los fines de su cumplimiento, el juez de ejecución penal. En orden a ello, considera que el tribunal revisor violó el principio de juez natural y lo establecido por el art. 25 del C.P.P.---------------------------------------------

Asevera que las reglas de conducta impuestas el 14 de febrero en oportunidad en que le fuera concedido el beneficio excarcelatorio fueron cumplidas estrictamente por su defendido, tal como lo revela el informe de OMAS del 03/04/18.---------------------------------------------

Sostiene que se equivoca el tribunal cuando refiere a un detenido sobre el cual se peticiona la excarcelación; cuando en realidad se trata de una persona que goza de libertad contra la cual se peticiona su detención. Alega que este yerro le impidió al tribunal analizar y valorar los acontecimientos concretos sucedidos desde que éste recuperara su libertad, y si ellos podrían constituir un peligro procesal que amerite la medida cautelar solicitada.--------------------------------------

Concluye afirmando que la detención ordenada por el tribunal de grado desnaturaliza el límite de la prisión cautelar haciéndole cumplir anticipadamente una pena con grave vulneración al principio de inocencia de basamento constitucional.-------------------------------------------

III) A fs. 26/30 vta. corre agregado dictamen del Sr. Fiscal General.-----------------------------------

En dicho dictamen, luego de efectuar una reseña del caso, sostiene que de la lectura de los agravios esgrimidos por el recurrente se observa que centran su postura en cuestionar la razonabilidad del decisorio en crisis, achacándole un déficit motivacional por adolecer de "serios y graves vicios de fundamentación que lo transforma en nulo e ineficaz".---------------------------

Al respecto entiende que el tribunal a quo consideró que el juez de control omitió dar tratamiento a cuestiones sustanciales planteadas oportunamente por el representante del Ministerio Público Fiscal para sustentar el rechazo de la excarcelación pretendida por la defensa del encartado, esto es la actitud reticente del encausado a cumplir reglas de conducta impuestas, en especial lo referido a la falta de informes psicológicos sobre el cese de la conducta hostil del imputado, la existencia de testigos que aseveran verlo merodear la zona donde reside la denunciante, y la radicación de una nueva denuncia por mensajes telefónicos enviados a la víctima por parte del encausado. Agrega que de igual modo y como pauta de valoración de las condiciones personales del imputado para la concesión del beneficio libertatis sopesó los incumplimientos a reglas de conductas anteriores impuestas en la concesión de libertad del Sr. Cuevas Guevara, en ocasión de un juicio abreviado, configurando todo ello un peligro concreto de elusión procesal que tornó improcedente la aplicación del instituto excarcelatorio.--

Esgrime que en el contexto especifico de la cuestión, no resulta desproporcionado el ejercicio ponderativo realizado por el tribunal a quo a la hora de revocar el beneficio de excarcelación al encartado teniendo en cuenta que tal proceder no produce afectación del principio de inocencia, ello por cuanto existe una grave acusación, sin perder de consideración además que se encuentra demostrada la inconducta señalada en orden al incumplimiento de medidas de conducta en forma previa y luego de recuperada la libertad en la última oportunidad, sumado a lo dicho sobre la vulnerabilidad de la presunta víctima por ser mujer, son motivos que razonablemente justifican la medida excepcional de restricción a la libertad ambulatoria del encartado.-----------------------

Concluye su informe expresando que se debe rechazar el recurso de casación incoado.------------------

IV) En el juicio de admisibilidad formal que corresponde realizar en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 491 del C.P.P., resulta procedente el tratamiento del recurso extraordinario de casación, en tanto el impugnante cuestiona una sentencia que revocó la excarcelación otorgada por el Juez de Control y Garantía, configurando el supuesto previsto en el último párrafo del art. 485 del C.P.P..- Se observa también que el recurso ha sido interpuesto en tiempo y por quien se encuentra legitimado para ello, encontrándose entonces satisfechos los requisitos formales de admisibilidad.-----------------

V) Superados los recaudos de admisibilidad formal, se estima necesario hacer una breve reseña sobre los antecedentes del caso. En este sentido, del cotejo de autos, se desprende que la causa caratulada “Cuevas Guevara Fernando Daniel s.d. Amenazas y Daño e.p. Llanos Cintya Viviana y Desobediencia Judicial e.p. Administración de Justicia” se inicia como consecuencia de que en fecha 11 y 28 de marzo de 2017, la Sra. Llanos había concurrido a la Cria. Nº 5 y por ante la Unidad Fiscal, a los fines de denunciar que el condenado Cuevas Guevara habría violado la prohibición de acercamiento a través de mensajes de textos y llamadas telefónicas. Por tales episodios la Unidad Fiscal ordenó su aprehensión y posteriormente se solicitó al Juez de Garantías la detención, resultando dichos procedimientos negativos.---- 

Que el día 18/01/18, la Sra. Llanos compareció nuevamente ante la Unidad Fiscal para manifestar que el acusado en horas de la madrugada ingresó a su domicilio sin autorización, la amenazó y destruyó varios elementos que se encontraban en el interior de la vivienda (puertas, muebles y centro musical) ante la presencia de Maximiliano Coronel y Daniel Garay. Ante esta situación en fecha 19/01/18, el fiscal de turno solicitó la detención del imputado haciéndose efectiva la misma, siendo posteriormente excarcelado en fecha 14/02/18.-------------

La resolución excarcelatoria fue apelada por el Ministerio Público Fiscal, disponiendo el Tribunal revisor, la revocación del beneficio excarcelatorio otorgado por el Juez de Garantías.------------------------

Ante la revocación de la excarcelación dispuesta por el Tribunal de Apelación, la defensa técnica interpuso el remedio casatorio sometido a estudio.------------------

V.1) Previo ingresar al tratamiento del planteo recursivo, corresponde fijar la extensión que cabe asignar al recurso de casación en el sub lite, conforme particulares circunstancias procesales de la causa.-------

Así, la libertad obtenida por el imputado por decisión del Juez de Garantías y Control, fue revocada por resolución del tribunal de apelación. De tal modo, ésta última constituye la primera negativa jurisdiccional a permanecer libre durante el proceso.----------------------

En este contexto procesal, el Superior Tribunal, por vía del recurso de casación a estudio, debe garantizar un examen amplio de lo decidido por el tribunal a quo, en resguardo del derecho al doble conforme del encartado (art. 75, inc. 22 CN; 8.2.h CADH).------------------------

En efecto, para el caso como el de marras, donde la discusión se centra en la concurrencia o no de peligros procesales que determinen el estado en que el imputado afrontará el proceso penal, la decisión revocatoria del tribunal de apelación de la libertad concedida por el juez de garantías, exige el tránsito de una doble conformidad de la decisión, por su relación directa con la libertad ambulatoria.----------------------------------------------

V.2) Determinado el marco de extensión del recurso interpuesto, corresponde atender a los fundamentos expuestos por la impugnante.------------------------------

En ese tratamiento, cabe señalar que nuestro mas Alto Tribunal, señaló invariablemente que: "...cuando el art. 18 de la C.N. dispone categóricamente que ningún habitante de la Nación será penado sin juicio previo, establece el principio de que toda persona debe ser considerada y tratada como inocente de los delitos que se le imputan hasta que en un juicio respetuoso del debido proceso se demuestre lo contrario mediante una sentencia firme...” (Fallos: 10:338).-------------------------------

Esta afirmación equivale a señalar que como resultado de este “estado de inocencia”, surge y emana el derecho de la persona a gozar de libertad durante el proceso, que tiene, reitero, jerarquía constitucional (Fallos: 314:451, considerando 2º).-----------------------

No obstante dichos principios rectores, dicho Tribunal ha sostenido también que ese derecho-garantía no resultan absolutos, sino, por el contrario, reconocen ciertos límites; así, "los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática” (art. 32 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica); como también que "el derecho a la libertad durante el proceso está condicionado a las leyes que reglamentan su ejercicio" (Fallos: 304: 319, 1524).-------

En realidad, la condición aquella de que el inculpado de un delito debe ser tratado como inocente hasta tanto no se demuestre lo contrario, no se ha podido sostener al punto de eliminar toda posibilidad de utilizar la coerción estatal, incluso sobre la misma persona del imputado, durante el procedimiento de persecución penal (confr.: Maier, "Derecho Procesal Penal" T. I. Fundamentos, pág. 510, Editores del Puerto, 2ª ed. 3ª reimp., 2004, Bs. As. ). En efecto, ocurre que el mismo concepto de política criminal, nos anoticia de la tensión que se manifiesta entre interés en la libertad individual y el interés en la persecución estatal. Y para lograr un justo equilibrio entre ambas, se trata de llegar efectivamente a una síntesis dialéctica (confr.: Roxin C., "Política Criminal y Sistema del derecho penal", pág. 110, Ed. Hammurabi, 2ª ed. 1ª reimp., 2002, Bs. As.).----------

Es que, "si bien es cierto que existe un derecho constitucional a la libertad durante el trámite del proceso penal no lo es menos que ese derecho no es absoluto; ello significa que los habitantes gozan de él, conforme las leyes que lo reglamentan; el Estado puede reglamentarlo en función de una legítima finalidad: la de evitar que el individuo sometido a proceso eluda la acción de la justicia, sea impidiendo u obstaculizando la investigación del hecho o no cumpliendo la eventual pena que se imponga”. (Confr.: Pessoa, Nelson R. "Fundamentos Constitucionales de la exención de prisión y de la excarcelación", Ed. Hammurabi, págs. 55/157, 1992, Bs. As.)".----------------------------------------------------

En ese razonamiento se puede advertir la certeza de la afirmación de nuestro máximo Tribunal cuando sostiene que “el derecho de gozar de libertad hasta el momento en que se dicte la sentencia de condena no constituye una salvaguardia contra el arresto, detención o prisión preventiva, medidas cautelares éstas que cuentan con respaldo constitucional" (CSJN, Fallos: 305:1022).----

Dicho esto, queda en claro que toda restricción a la libertad ambulatoria de un sospechado de delito, debe estar regida por el concepto de “peligrosidad procesal” del mismo, entendida esta como probabilidad de elusión del proceso o como entorpecimiento de la investigación penal. En efecto, parece acertado propugnar un análisis particular en cada caso, de la existencia o no de peligros que puedan significar que el logro del afianzamiento de la justicia, mediante el juicio previo, se vea desairado, burlado, engañado, por parte del imputado que ha empleado su libertad para lograr esos designios.-------------------

Ello por cuanto, “... es facultad del Estado establecer cuales circunstancias hacen presumir que el imputado tratara de eludir la acción de la justicia. Esas circunstancias son delimitadas por las leyes procesales” (confr. Nelson R. Pessoa, Fundamentos Constitucionales de la Exención de Prisión y de la Excarcelación, Hammurabi, 1992, pág. 149 y 157).------------------------------------

En materia de libertades, nuestra Constitución provincial consagra como principio en su Art. 56 que: "La privación de la libertad durante el proceso, tiene carácter excepcional y en ningún caso se dispondrá la misma si los delitos imputados no dieren lugar a penas de prisión de cumplimiento efectivo". Del precepto constitucional, en consecuencia, se infiere que toda vez que la condena de ejecución condicional sea una posibilidad prevista en el tipo penal con que se encuadra la conducta del imputado, la excarcelación debe ser acordada, recordando que por imperativo del Art. 26 del C. Penal, esta suspensión solo opera en los casos de primera condena, excepto que hubiese transcurrido el término de 4 años desde el dictado de la misma (Art. 27 del C.P.).----- 

En el bloque de convencionalidad, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por Ley 23.313, fue objeto de interpretaciones que no surgen de su literalidad, que habilitan el cercenamiento de ese derecho, pues: el art. 9.1 expresa: "Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en esta"; el 9.3 dice: "La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto de juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo".---

También corresponde señalar el Informe 35/07 "Peirano Basso", donde la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, puntualizó que: ".... en virtud del principio de inocencia, en el marco de un proceso penal, el imputado debe permanecer en libertad, como regla general" (considerando 69), ".... la Convención prevé, como únicos fundamentos legítimos de la prisión preventiva los peligros de que el imputado intente eludir el accionar de la justicia o de que intente obstaculizar la investigación judicial" (considerando 81), "... se deben desechar todos los demás esfuerzos por fundamentar la prisión durante el proceso basados (...) en criterios de derecho penal material, no procesal, propios de la respuesta punitiva" (considerando 84) (conf. Resol. Serie “B” N° 152 Expte. Nº 18.767 Año 2017 Autos: “Manlla Edgar Domingo s.d. Abuso Sexual Gravemente Ultrajante Doblemente Agravado por el Vínculo y la Convivencia e.p. D.M. (m) s/ Revocatoria de la Excarcelación Casación Criminal” de fecha 24/10/17).------------------------------------------

V.3) Expuesto el bloque constitucional que consagra y regula la libertad durante el proceso penal y sus restricciones, corresponde señalar las normas adjetivas locales que la reglamentan.---------------------

Así, la Ley 6941 en su Título VI con la rúbrica “Medidas de coerción”, prescribe en su Capítulo I denominado “Reglas Generales”, que toda persona a quien se le atribuya la participación en un delito permanecerá en libertad, con las limitaciones dispuesta por el código (art. 164 CPP).-------------------------------------------

El principio señalado, puede ser restringido en los límites absolutamente indispensables para asegurar el descubrimiento de la verdad y la actuación de la ley (art. 165, primera parte, CPP), restricción que exige como condición que concurran las circunstancias que enumeran los incisos del art. 166 CPP.-----------------------------

Por su parte, dentro del mismo capítulo de “Reglas Generales”, el art. 169 del CPP dispone aquellos elementos que podrán tenerse en cuenta para merituar acerca de los peligros de fuga y entorpecimiento como presupuestos obstativos para la libertad.-----------------

Ya en concreto para el caso a estudio, la ley 6941 dispone en su art. 194 las circunstancias procesales a tener en cuenta a los fines de la denegatoria de la excarcelación.--------------------------------------------

V-4) En el marco de reglas procesales expuesto, corresponde confirmar la sentencia en crisis.-------------

En ese sentido, del análisis del resolutorio impugnado, se aprecia que el tribunal a quo, teniendo en cuenta el comportamiento procesal del imputado, procedió a revocar su excarcelación, estimando que dicho comportamiento importaba un indicio de riego procesal.----

Que el citado razonamiento guarda coherencia con lo estatuido en el art. 194 del C.P.P. “En ningún caso se concederá la excarcelación cuando hubiere indicios vehementes de que el imputado tratará de eludir la acción de la justicia o entorpecer la investigación. La eventual existencia de estos peligros procesales podrá inferirse de las circunstancias previstas en el art. 169. A su vez el art. 169 dispone “Peligro de fuga y de entorpecimiento. Para merituar acerca de los peligros de fuga y entorpecimiento podrá tenerse en cuenta la objetiva y provisional valoración de las características del hecho, las condiciones personales del imputado, la posibilidad de la declaración de reincidencia por delitos dolosos, si hubiere gozado de excarcelaciones anteriores, que hicieren presumir fundadamente que el mismo intentará eludir la acción de la justicia o entorpecer las investigaciones. Para merituar sobre el peligro de fuga se tendrán en cuenta especialmente las siguientes circunstancias: 1) Arraigo en el país, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo, y las facilidades para abandonar el país o permanecer oculto. En este sentido, la inexactitud en el domicilio brindado por el imputado podrá configurar un indicio de fuga;2) La pena que se espera como resultado del procedimiento; 3) La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado adopte voluntariamente, frente a él y a su víctima eventual;4) El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento anterior, en la medida en que indique su voluntad de someterse o no a la persecución penal. Para merituar acerca del peligro de entorpecimiento en la averiguación de la verdad, se tendrá en cuenta la grave sospecha de que el imputado: 5) Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba; 6) Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente; 7) Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. ------------------

De lo hasta aquí expuesto puede concluirse que cuando el Tribunal Revisor expresa "que el comportamiento reticente del imputado para cumplir con las normas de conducta impuesta a los fines del beneficio excarcelatorio, importaba un marcado desapego a las órdenes judiciales” no hace más que encuadrar la conducta del imputado en el inc. 4º de la citada norma procesal.--- 

Ahora bien, de lo descripto supra, no se advierte las contradicciones alegadas por la defensa, por lo que puede concluirse que el fallo impugnado ha sido dictado conforme a derecho, respetando las garantías constitucionales y convencionales que hacen al derecho de defensa del imputado.-------------------------------------

En ese marco el razonamiento desplegado por el Tribunal A Quo no presenta desvío lógico alguno, toda vez que ponderó correctamente las circunstancias alegadas por los peticionantes para concluir en la revocación de la excarcelación del imputado Cuevas Guevara haciendo lugar al recurso de apelación impetrado por el M.P.F.-----------

En orden a ello, este Alto Cuerpo considera, que no habiendo encontrado anclaje la crítica expuesta por la casacionista, corresponde, como ya lo adelantáramos, el rechazo de la casación articulada.------------------------

VI) Que, por lo expuesto, oído el Ministerio Fiscal, Voto por: I) NO HACER LUGAR al Recurso Extraordinario de Casación interpuesto por la defensa técnica del imputado Fernando Manuel Cuevas Guevara y en consecuencia, II) CONFIRMAR el decisorio de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control de fs. 12/13 vta..--------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma.

A las mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodriguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodríguez – Carmelo Vidal – Rosa M. Piazza de Montoto – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, dieciocho de noviembre del año dos mil veinte.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) NO HACER LUGAR al Recurso Extraordinario de Casación interpuesto por la defensa técnica del imputado Fernando Manuel Cuevas Guevara y en consecuencia, II) CONFIRMAR el decisorio de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control de fs. 12/13 vta. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodríguez – Carmelo Vidal – Rosa M. Piazza de Montoto – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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